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1.- VISTOS 

Procede la Sala a resolver la impugnación que presenta el apoderado del señor HERMAN MEDINA HOYOS, contra la sentencia de tutela proferida por el señor Juez Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Pereira el día veintitrés (23) de mayo de dos mil cinco (2005), dentro de la acción instaurada en contra de la E. S. E. Hospital Universitario San Jorge de esta ciudad.

2.- DEMANDA 

Se puso en consideración de la judicatura por parte del abogado que representa los intereses del accionante señor HERMAN MEDINA HOYOS, que su poderdante fue nombrado como Auxiliar de Esterilización de la ESE Hospital Universitario San Jorge desde el primero (1º) de abril  de mil novecientos noventa y cinco (1995), según se desprende de constancia que anexa. El treinta (30) de abril de mil novecientos noventa y siete (1997) fue designado en el cargo de Auxiliar y debidamente posesionado. En el mes de septiembre de ese mismo año, se profirió resolución con lista de elegibles para empleos de la planta de personal de la entidad, en la cual ocupó el puesto tres (3). 

Por medio de oficio fechado el diez (10) de noviembre de mil novecientos noventa y ocho (1998), la Jefatura del Departamento de Personal envió a la Comisión Departamental del Servicio Civil Risaralda – Gobernación de Risaralda, el plan para la elaboración de los concursos con miras a proveer definitivamente los cargos que se encontraban en provisionalidad. En el mismo, relacionaron los funcionarios que laboraban en esa condición por no estar inscritos en carrera administrativa y hace mención a nueve (9) Auxiliares para diferentes dependencias; además,  se informó que los concursos no se habían realizado debido a la crisis financiera que atravesaba la institución. Tal plan se enviaba para dar cumplimiento a la Circular 5000-43 del diez (10) de septiembre de mil novecientos noventa y ocho (1998) emitida por la Comisión Nacional del Servicio Civil.

Se hizo referencia a respuesta suministrada por la Gerencia del Hospital a otro trabajador, en el que se menciona no realizarse los concursos para proveer cargos por no permitirlo la situación financiera y presupuestal de ese año (1998), pero que el objetivo planeado era abrirlos en el primer semestre del 99. Sobre los empleos en provisionalidad se dijo que los mismos ya hacían parte de la Planta de Cargos desde el momento en que dichos funcionarios ingresaron a la institución. Aclara que tal punto es aplicable a su cliente por cuanto en tal oficio se relacionan no solo los Auxiliares de Materiales sino también los setenta y cuatro (74) auxiliares de enfermería que se encontraban en provisionalidad por no estar inscritos en carrera administrativa.

Previo concurso en carrera administrativa, el señor MEDINA HOYOS fue nombrado en período de prueba para desempeñar funciones de Auxiliar en la Central de Materiales, mediante resolución proferida por la Gerencia del centro asistencial el doce (12) de septiembre de mil novecientos noventa y siete (1997).

A su prohijado, por medio de escrito del seis (06) de enero de este año se le notificó que su cargo de Auxiliar 565 había sido suprimido a partir de esa fecha, de conformidad con la decisión que se había tomado en el Acuerdo 26 de diciembre primero (1º) de dos mil cuatro (2004) proferido por la Junta Directiva y con base en estudio técnico realizado.

El diecisiete (17) de enero del año que avanza, se profirió la resolución 00188, a través de la cual se reconoció a su mandante la liquidación de prestaciones sociales y la deuda laboral, empero, el reconocimiento de la indemnización omitió el período desde la fecha de ingreso a la institución.

Afirmó que la entidad desconoció la indemnización por el hecho de que sólo a partir del mes de enero de mil novecientos noventa y siete (1997) el actor vino a ser vinculado e inscrito en carrera administrativa y que además, también estaba desconociendo el período 95-97 para efectos incluso de liquidación de prestaciones sociales.

Trae a colación decisión de la Corte Constitucional la cual pretende se aplique al caso concreto desde el punto de vista de la analogía estricta que en su criterio, se da y considera violados los derechos a la igualdad, al trabajo, al hombre cabeza de familia, al mínimo vital de él y su familia y pide a través del mecanismo constitucional se ordene al Hospital el reconocimiento de la indemnización por supresión del cargo en las mismas condiciones de los empleados inscritos en carrera administrativa ante la función pública, desde la fecha de ingreso a la institución (01 de abril de 1995). 

3.- Contestación

La entidad accionada hizo uso de su derecho de contradicción y manifestó que tuvo en cuenta para la liquidación de la indemnización lo preceptuado en el Decreto 1572 de agosto cinco (5) de mil novecientos noventa y ocho (1998) por el cual se reglamentó la ley 443 del mismo año, específicamente en su artículo 188 que indicaba que para tales efectos se tendría en cuenta la fecha de posesión como empleado público y que por ello se tomó el año mil novecientos noventa y siete (1997).

Menciona que en la resolución pertinente se reconoció y ordenó pagar una indemnización ($6.583.065), la liquidación de prestaciones sociales ($198.364) y la deuda laboral ($3.938.945), lo cual totalizó $10.720.374,oo, suma que fue cancelada el día dieciocho (18) de marzo del presente año. 

Se opuso a las pretensiones de la demanda con base en los argumentos antes señalados y en que no se podía hablar en el caso del señor MEDINA HOYOS del retén social y que el mismo no presentó recurso contra el acto administrativo que le reconoció los dineros mencionados, lo cual quería decir que estuvo de acuerdo con él. Además, que debe entenderse que la indemnización repara los perjuicios o daños que se alegan y permite prever la satisfacción de sus necesidades vitales durante el período cesante, con lo cual se descarta cualquier posibilidad de miseria económica.

Señala que el tutelante si tiene alternativas económicas por ser persona de treinta y cinco (35) años, con experiencia laboral y puede prestar sus servicios a esa entidad o a alguna otra y que además, no presentó los documentos de los cuales se pudiera deducir que fuera madre (sic) cabeza de familia y que los pagos que se le efectuaron aseguraban el mínimo vital de su familia por un tiempo, además que el perjuicio irremediable había sido compensado de esa manera. 

Solicitó la denegación de las súplicas de la acción.

4.- FALLO

Partió el señor Juez de primera instancia de la premisa de ser la tutela mecanismo idóneo y disponible para cualquier persona que reclame ante el juez la protección de sus derechos fundamentales, cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, excepto que se configure un perjuicio irremediable, caso en que se aplicaría como mecanismo transitorio. En ese entendido, dedujo que no existía certeza sobre lo irremediable del perjuicio y por tanto, se hacía improcedente la tutela.

Sobre la sentencia de la Corte aportada por el profesional del derecho consideró que el caso allí analizado no era igual o similar al del señor HERMAN MEDINA HOYOS porque se le había reconocido una indemnización de $10.720.374 y en consecuencia no había simetría con aquellos en que la administración despedía a los funcionarios sin el pago de indemnización alguna por la supresión del cargo.

De aplicarse la tutela en el caso a estudio que buscaba el reconocimiento del tiempo laborado en provisionalidad desde el primero (1º) de abril de mil novecientos noventa y cinco (1995) hasta el primero (1º) de enero de mil novecientos noventa y siete (1997) como parte del tiempo a incluir en la indemnización; dejaría de ser un mecanismo transitorio y pasaría a definir de manera precoz un asunto que debía ser ventilado ante la jurisdicción especializada, en cuyo caso se reconocerían incluso la indexación y los intereses generados, con lo cual quedaría a salvo el valor adquisitivo de la moneda, circunstancia que permitía colegir que no se configuraba un perjuicio irremediable. De otro lado, de conformidad con las disposiciones de la ley 954 de 2005, sería un trámite de única instancia que implicaría una mayor agilidad en su solución.

En consecuencia, existían otros medios de defensa judicial que al ser omitidos no podían ser suplidos mediante el mecanismo constitucional.

Con base en esos fundamentos, negó el amparo pedido. 

5.- IMPUGNACIÓN

EL apoderado del accionante manifiesta que las decisiones de la Corte deben ser tomadas como doctrina constitucional e insiste en que debía aplicarse la ratio decidendi plasmada en la sentencia T-1161 de 2004 por tratarse de analogía estricta con la situación analizada por la Corte, donde una empleada del SENA había sido retirada por supresión del cargo sin ser indemnizada bajo el argumento de que su cargo si bien estaba previsto como de carrera administrativa, fue provisto en provisionalidad. En el caso del señor MEDINA HOYOS parcialmente se estaba dando un tratamiento análogo ya que quedó probado que se desconoció la indemnización para el período del primero (1º) de abril de mil novecientos noventa y cinco (1995) y el primero (1º) de enero de mil novecientos noventa y siete (1997) por no estar inscrito en carrera administrativa y demanda que si se ha tutelado el todo, también debe tutelarse la parte.

Señala que en la decisión mencionada a pesar de existir otros medios de subsistencia por tratarse de una odontóloga que puede recibir otros recursos provenientes del ejercicio de su profesión, se ordenó la indemnización y que tal circunstancia no fue obstáculo para que se hubiera protegido el derecho a la igualdad.

Hace consideraciones respecto al fundamento tenido en cuenta por el fallador de primera instancia sobre la calidad de madre cabeza de familia, que dicho sea de paso, no aparece en la referida sentencia; y sobre el carácter subsidiario de la acción de tutela y la existencia de un perjuicio irremediable como requisito de procedibilidad cuando existía otra vía. Sobre estos puntos transcribe apartes de la sentencia T-925 de 2004, que además, señala fue tenida en cuenta por otra sala de este Tribunal en pronunciamiento reciente.

Señala que su mandante tiene tres (3) hijos menores de edad que dependen de él y aún otro mayor, que está en la misma situación por su calidad de estudiante, personas que por intermedio de su padre reciben la atención en salud, que además junto con el accionante habitan en casa arrendada con los consiguientes gastos por arrendamiento, servicios públicos, etc. Por ello, debe dársele igual trato y consideración que a las madres cabeza de familia por serle aplicable el retén social.

 Aduce que no es necesario hacer muchas elucubraciones fácticas, filosóficas, literarias para concluir que quien venía laborando desde 1995 con un salario que no le permitía ahorrar y por tanto acumular un capital; quedó en una situación económica precaria, sin ninguna posibilidad de reiniciar su vida laboral en las actuales condiciones del país, después de haber entregado diez (10 ) años de su vida a la entidad que lo despidió vulnerándole sus más mínimos derechos, sin que pueda darse el lujo de esperar largos años mientras se tramita un proceso ordinario en el cual se ventilen sus derechos laborales vulnerados.

Solicita sea revocada la providencia de primera instancia para que se acojan las súplicas de la demanda o que en subsidio,  se falle extra petita  ordenándose el reintegro del accionante.

6.- SE CONSIDERA
De conformidad con la reglamentación pertinente, artículos 86 y 115 constitucionales y decretos 2591 de 1991 y 1382 de 2000, la Sala es competente para desatar la impugnación hecha del fallo de tutela proferido por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, en su rol de juez constitucional.
Dígase ab initio que comparte plenamente la Sala los juiciosos argumentos presentados por el señor Juez a quo para negar el amparo deprecado. Una tal posición fue plasmada en ocasión anterior, cuando precisamente en caso con identidad fáctica a la que aquí se analiza, se conceptuó que no era procedente acudir al mecanismo constitucional para zanjar el conflicto laboral que aquí se ventila
.

Infortunadamente, el señor profesional que representa los intereses del accionante sigue insistiendo en la aplicación de la figura de la analogía en sentido estricto, en busca de una decisión favorable al actor, cuando es evidente que los casos de los cuales se ha ocupado la Corte Constitucional no sólo en la sentencia por él aportada sino en aquellas proferidas dentro de esa misma línea jurisprudencial, son diferentes al del accionante y hacen referencia a empleados públicos que desempeñan cargos que son de carrera, ejercidos desde la calidad de provisionalidad pero no escalofonados.

En ese particular aspecto ha sido enfático el máximo Tribunal en defender el fuero de estabilidad reforzada que adquieren tales empleados cuando a ciencia y paciencia de la administración esa situación de provisionalidad se prolonga en el tiempo más allá de lo permitido legalmente, sin que se produzca la inscripción en carrera administrativa. En esas condiciones, al producirse el despido sin ninguna indemnización en el erróneo entendimiento de tratarse de empleados de libre nombramiento y remoción ha entrado el juez constitucional a garantizar el derecho de igualdad vulnerado.

En esa dirección, esta Sala se ha pronunciado con ponencia de quien idéntica función ahora funge, y se ha expresado: 

Mirada desde un punto de vista exegético, la actuación de la accionada en principio no tendría reparo alguno, toda vez que de conformidad con las disposiciones legales vigentes (Ley 443 de 1998) al suprimirse el cargo en el cual se venía desempeñando la señora OLGA LUCIA ARCILA ALVAREZ como Auxiliar Administrativo y no estar inscrita en carrera administrativa, no tendría derecho a la prelación para ser nombrada en otra entidad del sector público o bien, optar por la indemnización correspondiente que solucionaría temporalmente los padecimientos que la pérdida de su empleo conllevaba.

No obstante lo anterior, analizada la situación particular de la accionante se observa que en primer lugar, el nexo laboral con el centro hospitalario no era nuevo sino que se remontaba hacia atrás en un considerable periodo (marzo de 1988); y en segundo término, que pese a lo dispuesto en la misma normatividad que ahora se invoca para negar una indemnización, no se realizaron las gestiones tendientes a proveer nombramientos de manera definitiva y con la consiguiente inscripción en carrera ante los organismos pertinentes.

No hay duda que la administración tiene la facultad de organizarse de acuerdo con las necesidades propias de su función, para ello puede dentro de ciertos parámetros crear, modificar e incluso suprimir cargos.

“La Administración Pública puede proveer empleos de acuerdo a sus necesidades con el propósito de velar por el cumplimiento de los fines del Estado; así mismo, puede modificar su planta o separar a un funcionario de su cargo por razones del servicio.  Tales facultades deben ejercerse con orientación en los principios de igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y publicidad, consagrados en el artículo 209 de la Constitución.

Empero, es necesario aclarar que ocupar cargos que por su naturaleza son de carrera administrativa pero en provisionalidad, no significa que tales puestos sean de libre nombramiento y remoción. Al punto es oportuno traer a colación lo expresado en la sentencia T-800 de 1998, M. P. Vladimiro Naranjo Meza
[2]. 

“La facultad con que cuentan los órganos y entidades del Estado para desvincular a sus servidores depende del tipo de sujeción que éstos tengan con la Administración. Los que ocupan cargos de carrera administrativa, por haberse vinculado mediante calificación de méritos, tienen una estabilidad laboral mayor que la de los servidores que ocupan cargos de libre nombramiento y remoción; ésta se traduce en la imposibilidad que tiene el ente nominador de desvincularlos por razones distintas a las taxativamente previstas en la Constitución y la Ley. 

En cambio, la estabilidad de los servidores que ocupan cargos de libre nombramiento y remoción es, por así decirlo, más débil, ya que pueden ser separados del mismo por voluntad discrecional del nominador, según lo exijan las circunstancias propias del servicio. Aunque a la luz de la Constitución y la jurisprudencia, se trata de un régimen excepcional, debido al grado de flexibilidad y a la preeminencia del factor discrecional que reposa en cabeza del nominador, el régimen legal tiene previsto un control judicial de los actos de desvinculación para evitar posibles abusos de autoridad. 

No obstante, cabe aclarar que la estabilidad laboral de un funcionario que ocupa un cargo de carrera administrativa no se reduce por el hecho de que se encuentre en provisionalidad. La Administración sólo podría desvincularlo por motivos disciplinarios o porque se convoque a concurso para llenar la plaza de manera definitiva, con quien obtuvo el primer lugar.” 

Acontece en el presente caso, que ingresan en el panorama fáctico factores adicionales que impiden aplicar el mismo razonamiento, uno de ellos es precisamente que el actor si fue escalafonado e inscrito en carrera administrativa, por tanto su condición de empleado provisional no se prolongó indefinidamente; el otro, que como consecuencia de esa calidad se le reconoció una indemnización por la terminación de la relación laboral de conformidad con lo dispuesto en la ley 443 de 1998 y sus decretos reglamentarios ($6.583.065)
, ya que efectivamente se le ofreció la posibilidad de acceder a otro nombramiento en el sector oficial, o bien optar por la alternativa de carácter económico que finalmente escogió. 

Razón asiste al señor Juez de primer grado en considerar que en efecto existe otro medio de defensa judicial y por ende, cualquier ataque que se pretenda hacer a los actos administrativos con los cuales finiquitó el vínculo laboral y se reconocieron las prestaciones así como la indemnización, escapa a la esfera de competencia del juez en sede de tutela, porque la suma dineraria entregada impide de primera mano avizorar un perjuicio irremediable ni una afectación al mínimo vital que haga viable la protección constitucional invocada. Entonces, es perfectamente válido acotar que es ante el juez natural que se puede acudir en caso de persistir en la pretensión de obtener la indemnización que cree merecer el accionante, correspondiente al período transcurrido desde la iniciación de labores al servicio del Hospital Universitario San Jorge y aquél en que tomó posesión de su cargo en calidad de empleado inscrito en carrera administrativa.

No hay lugar a lo relacionado con la orden de reintegro en su caso, ya que de los elementos aportados no puede colegirse que reúne las condiciones para homologar en él la condición de hombre cabeza de familia, que busca en concreto la protección del grupo familiar dependiente de un solo individuo, que ejerce al mismo tiempo las funciones de padre y madre de familia, lo cual no acontece en el núcleo familiar del señor HERMAN habida cuenta de gozar de la colaboración de su cónyuge en esos menesteres.

Es oportuno resaltar que no solamente por depender económicamente del trabajador hijos menores se puede predicar que se está ante un padre cabeza de familia sujeto de la especial protección constitucional y legal del Estado; es necesario verificar el cumplimiento de unos requisitos señalados por la jurisprudencia cuyos apartes se transcriben, que además mutatis mutandis, por ser un fallo de unificación tiene preponderancia y señala de manera clara el derrotero a seguir en estos eventos:  

“Ahora bien, para precisar quién es padre cabeza de familia es menester tener como referente la noción de madre cabeza de familia, siempre bajo el entendido de que la protección constitucional a una y a otro se otorga a partir de distintos contenidos constitucionales y que el padre cabeza de familia en el contexto de la Ley 790 de 2002, se circunscribe, como se verá, exclusivamente a quien tiene a su cargo hijos menores o discapacitados y vele por ellos.

La Ley 82 de 1993, mediante la cual se definió el concepto de mujer cabeza de familia y se fijaron medidas concretas de protección, dijo en su artículo 2°, lo siguiente:

“(…) entiéndase por mujer cabeza de familia, quien siendo soltera o casada, tenga bajo su cargo, económica o socialmente, en forma permanente, hijos menores propios u otras personas incapaces o incapacitadas para trabajar, ya sea por ausencia permanente o incapacidad física, sensorial, síquica o moral del cónyuge o compañero permanente o deficiencia sustancial de los demás miembros del núcleo familiar.” 

Dicho esto, una mujer es cabeza de familia cuando en efecto, el grupo familiar está a su cargo. Se trata de una categoría mediante la cual se busca preservar condiciones dignas de vida a los menores y personas que se encuentran en estado de debilidad manifiesta a cargo de ella, al tiempo que se pretende apoyar a la mujer a soportar la pesada carga que por razones, sociales, culturales e históricas han tenido que asumir, permitiéndoles oportunidades en todas las esferas de su vida y garantizándoles acceso a ciertos recursos escasos.
 Así, en la sentencia C-034 de 1999 (M.P. Alfredo Beltrán Sierra) la Corte consideró que el artículo 2° de la Ley 82 de 1993 no violaba el principio de igualdad así definiera “mujer cabeza de familia” sólo en función de la mujer “soltera o casada”, dejando de lado otros estados civiles como la unión libre, debido a que el estado civil no es lo esencial para establecer tal condición, sino el hecho de estar al frente de una familia, y tener a su cargo niños o personas incapaces.

También el Decreto 190 de 2003, que reglamentó parcialmente la Ley 790 de 2002, consagra el siguiente enunciado: “madre cabeza de familia sin alternativa económica” se entiende “mujer con hijos menores de 18 años de edad, biológicos o adoptivos, o hijos inválidos que dependan económicamente  y de manera exclusiva de ellas, y cuyo ingreso familiar corresponde únicamente al salario que devenga del organismo o entidad pública a la cual se encuentra vinculada”.

Si extrapolamos tales definiciones al padre cabeza de familia, tendríamos de entrada que sostener que  no basta con que el hombre se encargue de proveer el dinero necesario para sostener el hogar y asegurar así las condiciones mínimas de subsistencia de los hijos, panorama tradicional del hombre que mantiene un hogar, es el proveedor de los bienes de consumo, y el pater familias. El hombre que reclame tal status, a la luz de los  criterios sostenidos para las mujeres cabeza de familia, debe demostrar ante las autoridades competentes, algunas de las situaciones que se enuncian, las cuales  obviamente no son todas ni las únicas,  pues deberá siempre tenerse en cuenta la proyección de tal condición a los hijos como destinatarios principales de tal beneficio.

(i) Que sus hijos propios, menores o mayores discapacitados, estén a su cuidado, que vivan con él, dependan económicamente de él y que realmente sea una persona que les  brinda el cuidado y el amor que los niños requieran para un adecuado desarrollo y crecimiento; que sus obligaciones de apoyo, cuidado y manutención sean efectivamente asumidas y cumplidas, pues se descarta todo tipo de procesos judiciales y demandas que se sigan contra los trabajadores por inasistencia de tales compromisos.

(ii) Que no tenga alternativa económica, es decir, que se trate de una persona que tiene el cuidado y la manutención exclusiva de los niños y que en el evento de vivir con su esposa o compañera, ésta se encuentre incapacitada física, mentalmente o moralmente, sea de la tercera edad, o su presencia resulte totalmente indispensable en la atención de hijos menores enfermos, discapacitados o que médicamente requieran la presencia de la madre.

(iii) Lo anterior, sin perjuicio de la obligación que le asiste de acreditar los mismos requisitos formales que la Ley 82 de 1993 le impone a la madre cabeza de familia para demostrar tal condición. En efecto, de conformidad con el parágrafo del artículo 2 de la Ley 82 de 1993: “esta condición (la de mujer cabeza de familia y en su caso, la del hombre cabeza de familia) y la cesación de la misma, desde el momento en que ocurra el respectivo evento, deberá ser declarada por la mujer cabeza de familia de bajos ingresos ante notario, expresando las circunstancias básicas de su caso y sin que por este concepto, se causen emolumentos notariales a su cargo.”

En aplicación de tal doctrina, cabe concluir que por la necesidad de hacer realidad el imperativo constitucional contenido en el artículo 44 Superior de proteger integralmente a los menores de edad
 el retén social puede resultar aplicable a los padres cabeza de familia, que demuestren hallarse en algunas de las hipótesis mencionadas.
 
Con base en las anteriores consideraciones procederá la Sala a confirmar la decisión impugnada.

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y de la Ley, 

falla

PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia que ha sido objeto de impugnación, proferida por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad  de esta ciudad. 

SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión. 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE                        VICENTE RODRÍGUEZ FEO

HÉCTOR TABARES VÁSQUEZ

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ 

Secretaria de la Sala
� Cfr. Fallo de tutela de segunda instancia del 11-07-2005 Rad. 660013107001 2005 00061 01 M. P. Jorge Arturo Castaño Duque.


� Sentencia T-752 de 2003, M. P. Dra. Clara Inés Vargas Hernández


�[2] M.P. Vladimiro Naranjo Mesa. Jurisprudencia reiterada en las sentencias T-884 de 2002, T-610, T-752, T-1011 de 2003, T-597, T-951, T-1206 y T-1240 de 2004.


� Fallo de tutela de segunda instancia del 14-06-2005 Rad. 660013104006-2005-00114-01


� Fls. 101 y 103


� Sentencia T-925 de 2004.M.P. Alvaro Tafur Galvis.


� Así se pronunció la Corte al respecto:  “Por otra parte, ha de tenerse en cuenta que de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 42 de la Constitución Nacional, la familia puede constituirse o en virtud del matrimonio “o por la voluntad responsable de conformarla” por la decisión libre de un hombre y una mujer, es decir “por vínculos naturales o jurídicos”, razón ésta por la cual resulta por completo indiferente para que se considere a una mujer como “cabeza de familia” su estado civil, pues, lo esencial, de acuerdo con la definición que sobre el particular adoptó el legislador en la norma acusada, es que ella “tenga bajo su cargo, económica o socialmente, en forma permanente, hijos menores  propios o de otras personas incapaces o incapacitadas para trabajar, ya sea por ausencia permanente o incapacidad física, sensorial, síquica o moral del cónyuge o compañero permanente o deficiencia sustancial de ayuda de los demás miembros del núcleo familiar”, lo que significa que será tal, no sólo la mujer soltera o casada, sino también aquella ligada en unión libre con un ‘compañero permanente’.”Corte Constitucional, sentencia C-034/99 (M.P. Alfredo Beltrán Sierra).


� Sobre este particular, la Corte en la sentencia T-925 de 2004 sostuvo “aunque  en el mismo artículo se incluye un parágrafo en el que se indica que  la mujer deberá declarar ante notario dicha situación, tanto cuando la adquiera como cuando  la pierda, para efectos de  prueba, no es una condición que dependa de una formalidad jurídica”    


� Para los efectos del presente proceso resulta relevante recordar que la jurisprudencia de la Corte ha precisado que la protección constitucional estatuida en el artículo 44 C.P. en favor de los "niños" ha de entenderse referida a todo menor de dieciocho años. Así lo explicó esta Corporación  en la Sentencia C-092 de 2002, en la que examinó el alcance de las expresiones  niño, adolescente y menor, a que alude la Constitución en diferentes artículos, así como a las referencias que a ellos se hacen en los instrumentos internacionales y en la legislación nacional y concluyó que en Colombia, los adolescentes gozan de los mismos privilegios y derechos fundamentales que los niños y  que  en este sentido todo menor de 18 años tiene derecho a la protección  superior establecida en la Carta.  La Corte ha reiterado esta doctrina entre otras en las Sentencias C-247 de 2004, T 015 de 2004 y T-853 de 2004.





� Sentencia SU-389/05 M.P. Jaime Araújo Rentería
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